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NORMAS SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO 
 

 
 

I. NORMAS SOBRE RESPONSABILIDAD EN EL DERECHO 
COMÚN: EL CÓDIGO CIVIL 

 
Art. 2314. El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito. 
 
Art. 2315. Puede pedir esta indemnización no sólo el que es dueño o poseedor de la cosa que ha 
sufrido el daño, o su heredero, sino el usufructuario, el habitador o el usuario, si el daño irroga 
perjuicio a su derecho de usufructo o de habitación o uso. Puede también pedirla en otros casos el 
que tiene la cosa con obligación de responder de ella; pero sólo en ausencia del dueño. 
 
Art. 2317. Si un delito o cuasidelito ha sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas 
será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o cuasidelito, salvas 
las excepciones de los artículos 2323 y 2328. 

Todo fraude o dolo cometido por dos o más personas produce la acción solidaria del 
precedente inciso. 
 
Art. 2320. Toda persona es responsable no sólo de sus propias acciones, sino del hecho de 
aquellos que estuvieren a su cuidado. 
 Así el padre, y a falta de éste la madre, es responsable del hecho de los hijos menores que 
habiten en la misma casa. 
 Así el tutor o curador es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia 
y cuidado. 
 Así los jefes de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos, mientras están 
bajo su cuidado; y los artesanos y empresarios del hecho de sus aprendices o dependientes, en el 
mismo caso. 
 Pero cesará la obligación de esas personas si con la autoridad y el cuidado que su 
respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho. 
 
Art. 2322. Los amos responderán de la conducta de sus criados o sirvientes, en el ejercicio de sus 
respectivas funciones; y esto aunque el hecho de que se trate no se haya ejecutado a su vista. 
 Pero no responderán de lo que hayan hecho sus criados o sirvientes en el ejercicio de sus 
respectivas funciones, si se probare que las han ejercido de un modo impropio que los amos no 
tenían medio de prever o impedir, empleando el cuidado ordinario, y la autoridad competente. En 
este caso toda la responsabilidad recaerá sobre dichos criados o sirvientes. 
 
Art. 2325. Las personas obligadas a la reparación de los daños causados por las que de ellas 
depende, tendrán derecho para ser indemnizadas sobre los bienes de éstas, si los hubiere, y si el 
que perpetró el daño lo hizo sin orden de la persona a quien debía obediencia, y era capaz de delito 
o cuasidelito, según el artículo 2319. 
 
Art. 2331. Las imputaciones injuriosas contra el honor o el crédito de una persona no dan derecho 
para demandar una indemnización pecuniaria, a menos de probarse daño emergente o lucro 
cesante, que pueda apreciarse en dinero; pero ni aun entonces tendrá lugar la indemnización 
pecuniaria, si se probare la verdad de la imputación. 
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Art. 2332. Las acciones que concede este título por daño o dolo, prescriben en cuatro años 
contados desde la perpetración del acto. 

 
 

II. NORMAS SOBRE RESPONSABILIDAD EN EL DERECHO 
PÚBLICO  

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA  
 

Artículo 6º.- Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas 
dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República. 

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos 
órganos como a toda persona, institución o grupo. 

La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la 
ley. 
 

Artículo 7º.- Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus 
integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley. 

Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a 
pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se 
les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes. 

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y 
sanciones que la ley señale. 
 
Artículo 38.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la 
Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y 
profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella 
como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.  

Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de 
sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, 
sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño. 
 
Artículos 1°, inciso cuarto; 5°, inciso segundo; 4°; 19 N° 24; 19 N° 20; 19 N° 2, inciso 
segundo; 19 N° 22. 
 

LEY N° 18.575, LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE BASES GENERALES DE 
LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO (LOCBGAE) 

 
Artículo 4º.- El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración 
en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al 
funcionario que los hubiere ocasionado. 
 
Artículo 42 (44).- Los órganos de la Administración serán responsables del daño que causen por 
falta de servicio.  

No obstante, el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere 
incurrido en falta personal. 

 

DECRETO LEY N° 1.289 DE 1976, LEY ORGÁNICA DE MUNICIPALIDADES 
(ANTIGUA) 

 
Artículo 62.- La responsabilidad civil de la Municipalidad podrá ser contractual o extracontractual. 

La responsabilidad contractual se regirá por las disposiciones de esta ley, por las del Código 
Civil y por los principios reguladores de los contratos administrativos. 
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La responsabilidad extracontractual procederá, principalmente, para indemnizar los 
perjuicios que sufran uno o más usuarios de los servicios municipales cuando éstos no funcionen, 
debiendo hacerlo o lo hagan en forma deficiente. 

 
Artículo 63.- Las acciones para hacer efectiva la responsabilidad civil del Alcalde y de los 
funcionarios municipales y la responsabilidad extracontractual de la Municipalidad, prescribirán en un 
año, contado desde la fecha en que se produjo el perjuicio. 
 

LEY N° 18.695, LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES 
(LOCM) 

 
Artículo 152 (137).- Las municipalidades incurrirán en responsabilidad por los daños que causen, la 
que procederá principalmente por falta de servicio. 
No obstante, las municipalidades tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere 
incurrido en falta personal. 
 

LEY N° 18.290, LEY DE TRÁNSITO 
 
Artículo 169, inciso quinto.- La Municipalidad respectiva o el Fisco, en su caso, serán 
responsables civilmente de los daños que se causaren con ocasión de un accidente que sea 
consecuencia del mal estado de las vías públicas o de su falta o inadecuada señalización. En este 
último caso, la demanda civil deberá interponerse ante el Juez de Letras en lo civil correspondiente y 
se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. 
 
(Comparar con el artículo 16, letra j), de la LOCGAR, que indica que “Serán funciones generales del 
gobierno regional:j) “Construir, reponer, conservar y administrar en las áreas urbanas las obras de 
pavimentación de aceras y calzadas, con cargo a los fondos que al efecto le asigne la Ley de 
Presupuestos. Para el cumplimiento de esta función, el gobierno regional podrá celebrar convenios 
con las municipalidades y con otros organismos del Estado, a fin de contar con el respaldo técnico 
necesario.”). 
 
 

III. RESPONSABILIDAD SANITARIA DE LA ADMINISTRACIÓN DEL 
ESTADO 

 

LEY N° 19.966, LEY DEL AUGE 
 
Artículo 38.- Los órganos de la Administración del Estado en materia sanitaria serán responsables 
de los daños que causen a particulares por falta de servicio. 

El particular deberá acreditar que el daño se produjo por la acción u omisión del órgano, 
mediando dicha falta de servicio. 

Los órganos de la Administración del Estado que en materia sanitaria sean condenados en 
juicio, tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que haya actuado con imprudencia 
temeraria o dolo en el ejercicio de sus funciones, y en virtud de cuya actuación el servicio fue 
condenado. La conducta imprudente o dolosa del funcionario deberá siempre ser acreditada en el 
juicio en que se ejerce la acción de repetición, la que prescribirá en el plazo de dos años, contado 
desde la fecha en que la sentencia que condene al órgano quede firme o ejecutoriada. 

 
Artículo 40.- La acción para perseguir esta responsabilidad prescribirá en el plazo de cuatro años, 
contado desde la acción u omisión. 

 
Artículo 42.- El Fondo Nacional de Salud será responsable por falta de servicio y las Instituciones de 
Salud Previsional por incumplimiento negligente, de su obligación de asegurar el otorgamiento de las 
garantías explícitas de salud contempladas en esta ley, siempre que tal incumplimiento sea 
consecuencia directa de su actuar. 
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Responderán del incumplimiento de las Garantías Explícitas en Salud los prestadores 
inscritos ante la Superintendencia de Salud, y no las instituciones mencionadas en el inciso anterior, 
en caso de que el referido incumplimiento sea consecuencia de la acción u omisión de dichos 
prestadores. 

 
 

IV. RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO  
 

LEY N° 19.640. MINISTERIO PÚBLICO 
 
Artículo 5º.- El Estado será responsable por las conductas injustificadamente erróneas o arbitrarias 
del Ministerio Público. 

La acción para perseguir esta responsabilidad patrimonial prescribirá en cuatro años, 
contados desde la fecha de la actuación dañina. 

En todo caso, no obstará a la responsabilidad que pudiese afectar al fiscal o funcionario que 
produjo el daño, y, cuando haya mediado culpa grave o dolo de su parte, al derecho del Estado para 
repetir en su contra. 

 
 

V. OBLIGACIONES LEGALES COMPENSATORIAS  
 

LEY N° 18.617. ESTABLECE NORMAS SOBRE INDEMNIZACIÓN POR EL 
SACRIFICIO DE ANIMALES PARA EL CONTROL DE LA FIEBRE AFTOSA 

 
Artículo 1º.- El Servicio Agrícola y Ganadero dispondrá el pago de una indemnización, con cargo al 
Fisco, al propietario de uno o más animales sacrificados por la autoridad como medida sanitaria 
destinada a combatir y erradicar la fiebre aftosa del país. 
 

No tendrán derecho a la indemnización a que se refiere el inciso anterior aquellos 
propietarios de animales que por sí o por sus representantes, trabajadores o encargados de los 
animales, hayan incurrido o incurrieren, según se establezca en el respectivo proceso administrativo 
incoado por infracción a las normas sobre sanidad animal, en alguna de las siguientes conductas: 
 
a) Haber introducido esta enfermedad al territorio nacional o contribuido a su propagación en él;  
b) No denunciar oportunamente al Servicio la presencia de animales biungulados enfermos o la de 
aquellos que hubieren desarrollado la enfermedad anteriormente y cuyos exámenes de laboratorio 
resulten positivos;  
c) Trasladar animales sin la autorización previa del Servicio cuando dicha autorización les fuere 
exigible, y 
d) Vacunar animales susceptibles a la enfermedad en contravención a las normas reglamentarias.  
Lo dispuesto en el inciso anterior afectará exclusivamente a los animales sacrificados respecto de 
los cuales exista una relación directa de causalidad entre la infracción cometida y el referido 
sacrificio. 

En ningún caso se privará del derecho a la indemnización por el sacrificio de otros animales 
de propiedad de la misma persona, respecto de los cuales no se haya podido establecer tal relación 
de causalidad. 
 

DECRETO LEY N° 3.557, DE 1981. ESTABLECE DISPOSICIONES SOBRE 
PROTECCIÓN AGRÍCOLA 

 
Artículo 6°, inciso sexto.- Comprobada la existencia de una plaga, el Servicio podrá dictar una 
resolución fundada y exenta que deberá publicarse en el Diario Oficial, que declare su control 
obligatorio, en la que dispondrá la adopción de cualesquiera de las medidas a que se refiere el 
presente decreto ley.”.  
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Artículo 7°, inciso primero.- La declaración de control obligatorio de una plaga impone, a los 
propietarios, arrendatarios o tenedores de predios ubicados en la zona afectada, la obligación de 
poner en práctica, con sus propios elementos, las medidas sanitarias o técnicas que la resolución 
indique, incluso, la destrucción de sementeras, plantaciones o productos afectados. 
 
Inciso tercero.- Los afectados por las medidas que se hubieren puesto en práctica tendrán derecho 
a que el Fisco les indemnice los daños que hubieren sufrido con ocasión de ellas, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 47 de la ley N° 18.755. 
 

LEY N° 18.755. ESTABLECE NORMAS SOBRE EL SERVICIO AGRÍCOLA Y 
GANADERO (SAG) 

 
Artículo 7°, letra j).-  [Corresponderán al Director Nacional las siguientes funciones y atribuciones:] 
Disponer el pago de indemnizaciones a propietarios de bienes o productos no contaminados o 
sanos, que haya sido necesario sacrificar, beneficiar o destruir, como asimismo por las restricciones 
de uso de predios rústicos dispuestas por el Servicio, para prevenir, controlar o erradicar alguna 
enfermedad o plaga, previa autorización otorgada mediante decreto supremo del Ministerio de 
Agricultura, el que llevará además la firma del Ministro de Hacienda. Las indemnizaciones 
comprenderán sólo el daño patrimonial efectivamente causado. 
 
Artículo 47.- En ningún caso darán derecho a indemnización la aplicación de las siguientes medidas 
sanitarias: 
  
a) La destrucción o sacrificio de productos o animales ingresados clandestinamente al país o que se 
encuentren en zonas ordenadas despoblar, en todo caso, el sacrificio de estos animales se 
efectuará de manera que se les ocasione el menor sufrimiento posible, y   
b) La destrucción o sacrificio de productos o animales en trámite de importación que no se ajusten a 
las exigencias sanitarias y cuya reexportación no se haya efectuado dentro de los plazos 
establecidos por el Servicio.”. 

 
 

VI. RESPONSABILIDAD POR EL DAÑO AMBIENTAL  
 

LEY N° 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE 
 

TITULO III 
De la Responsabilidad por Daño Ambiental 

Párrafo 1° 
Del Daño Ambiental 

 
Artículo 51.- Todo el que culposa o dolosamente cause daño ambiental responderá del mismo en 
conformidad a la presente ley. 

No obstante, las normas sobre responsabilidad por daño al medio ambiente contenidas en 
leyes especiales prevalecerán sobre las de la presente ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán 
las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil. 
 
Artículo 52.- Se presume legalmente la responsabilidad del autor del daño ambiental, si existe 
infracción a las normas de calidad ambiental, a las normas de emisiones, a los planes de prevención 
o de descontaminación, a las regulaciones especiales para los casos de emergencia ambiental o a 
las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales, establecidas en la presente 
ley o en otras disposiciones legales o reglamentarias. 

Con todo, sólo habrá lugar a la indemnización, en este evento, si se acreditare relación de 
causa a efecto entre la infracción y el daño producido. 
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Artículo 53.- Producido daño ambiental, se concede acción para obtener la reparación del medio 
ambiente dañado, lo que no obsta al ejercicio de la acción indemnizatoria ordinaria por el 
directamente afectado. 

No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien 
cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia 
del Medio Ambiente.  
 
Artículo 54.- Son titulares de la acción ambiental señalada en el artículo anterior, y con el solo 
objeto de obtener la reparación del medio ambiente dañado, las personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, que hayan sufrido el daño o perjuicio, las municipalidades, por los hechos 
acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del 
Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los 
restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros. Para los efectos del artículo 23 
del Código de Procedimiento Civil, se presume que las municipalidades y el Estado tienen interés 
actual en los resultados del juicio.  

Cualquier persona podrá requerir a la municipalidad en cuyo ámbito se desarrollen las 
actividades que causen daño al medio ambiente para que ésta, en su representación y sobre la base 
de los antecedentes que el requirente deberá proporcionarle, deduzca la respectiva acción 
ambiental. La municipalidad demandará en el término de 45 días, y si resolviere no hacerlo, emitirá 
dentro de igual plazo una resolución fundada que se notificará al requirente por carta certificada. La 
falta de pronunciamiento de la municipalidad en el término indicado la hará solidariamente 
responsable de los perjuicios que el hecho denunciado ocasionare al afectado. 
 
Artículo 55.- Cuando los responsables de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o 
descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia, según corresponda, 
acreditaren estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las obligaciones establecidas en tales planes 
o regulaciones, sólo cabrá la acción indemnizatoria ordinaria deducida por él personalmente 
afectado, a menos que el daño provenga de causas no contempladas en el respectivo plan, en cuyo 
caso se aplicará lo dispuesto en el artículo anterior. 
 
Artículo 56.- Derogado.  
Artículo 57.- Derogado.  
Artículo 58.- Derogado.  
Artículo 59.- Derogado.  

 
Párrafo 2° Del Procedimiento 

 
Artículo 60.- Será competente para conocer las causas que se promuevan por infracción a la 
presente ley, el Tribunal Ambiental, de conformidad a las normas de procedimiento establecidas en 
la ley que lo crea.  
 
Artículo 61.- Derogado.  
Artículo 62.- Derogado.  

 
Artículo 63.- La acción ambiental y las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescribirán 
en el plazo de cinco años, contado desde la manifestación evidente del daño. 
 
 

VII. RESPONSABILIDAD POR EL ERROR JURIDICIAL 
 

EL ARTÍCULO 19, N° 7, LETRA I), DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA  
 
Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas: 
7º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. 

En consecuencia: 
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i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere 
sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que la 
Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser 
indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya 
sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y 
sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia; 

 
 

VIII. RESPONSABILIDAD OBJETIVA 
 

LEY N° 18.302. LEY DE SEGURIDAD NUCLEAR 
 

Artículo 49.- La responsabilidad civil por daños nucleares será objetiva y estará limitada en la forma 
que establece esta ley. 
 
Artículo 50.- La persona que en la correspondiente licencia o autorización dada por la Comisión, 
haya asumido la calidad de explotador de una instalación, planta, centro, laboratorio o 
establecimiento nuclear, será responsable de los daños ocasionados por un accidente nuclear que 
ocurra en ellos. 

También será responsable de los daños nucleares ocasionados por sustancias nucleares 
procedentes o que se originen en las instalaciones, plantas, centros, laboratorios y establecimientos 
a su cargo, pero sólo cuando el accidente nuclear ocurra en alguna de las circunstancias siguientes: 
 
1.- Antes de que el explotador de otra instalación nuclear haya asumido, por contrato escrito, la 
responsabilidad.  
2.- Antes de que el explotador de otra instalación nuclear se haya hecho cargo efectivamente de las 
sustancias nucleares, o de que éstas hayan llegado a su instalación, cuando no medie contrato 
escrito.  
3.- Antes de que las sustancias nucleares enviadas al extranjero hayan abandonado el territorio 
nacional y no se haya hecho cargo de ellas, en la forma señalada, otro explotador, salvo lo previsto 
en convenios internacionales en que Chile sea parte. 
4.- Antes de que el explotador de una reactor nuclear utilizado como fuente de energía en un medio 
de transporte, se haya hecho cargo de las sustancias nucleares destinadas a emplearse en ese 
reactor. 
 
Artículo 56.- Será El explotador responderá siempre del caso fortuito y de la fuerza mayor. Con 
todo, no causarán responsabilidad para él los daños nucleares producidos por un accidente nuclear 
que se deba directamente a hostilidades de conflicto armado exterior, insurrección o guerra civil.  

El N° 11 del artículo 3° de esta ley N° 18.302 señala que para sus efectos se entenderá por 
Explotador de una Instalación Nuclear, “La persona natural o jurídica a cuyo nombre se otorga por la 
Comisión la autorización para explotar una instalación nuclear.”. 
 

DECRETO LEY N° 2.222. LEY DE NAVEGACIÓN  
 
Artículo 141.- El mismo régimen de responsabilidad civil establecido en el Convenio Internacional 
sobre Responsabilidad Civil por Daños causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por 
Hidrocarburos, del 29 de Noviembre de 1969, aprobado por el decreto ley N° 1.808, de 1977, y 
promulgado por D.S. N° 475, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 12 de Agosto de 1977, y sin 
perjuicio del campo de aplicación de este Convenio, regirá para la indemnización de los perjuicios 
que ocasione el derrame de cualquier clase de materias o desechos, que ocurra dentro de las aguas 
sometidas a la jurisdicción nacional, sea cual fuere la actividad que estuviere realizando la nave o 
artefacto naval que lo produjo; con las siguientes normas complementarias: 
 
1. La responsabilidad por los daños que se causen afectará solidariamente al dueño, armador u 
operador a cualquier título de la nave, naves o artefacto naval que produzcan el derrame o descarga. 
Cuando se produzcan derrames o descargas provenientes de dos o más naves, que causen daños a 
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raíz de los mismos hechos, y fuere procedente la responsabilidad, ésta será solidaria entre todos los 
dueños, armadores u operadores a cualquier título de todas las naves de donde provengan aquellos, 
salvo en los casos de colisión en que sea razonablemente posible prorratear la responsabilidad.  
2. El propietario, armador u operador de la nave o artefacto naval será responsable de los daños que 
se produzcan, a menos que pruebe que ellos fueron causados exclusivamente por:  
a) Acto de guerra, hostilidades, guerra civil o insurrección; o un fenómeno natural de carácter 
excepcional, inevitable e irresistible, y  
b) Acción u omisión dolosa o culpable de un tercero extraño al dueño, armador u operador a 
cualquier título del barco o artefacto naval. Las faltas, imprudencias o negligencias de los 
dependientes del dueño, armador u operador o las de la dotación, no podrán ser alegadas como 
causal de la presente excepción de responsabilidad.  
3. Por "siniestro", para estos efectos, se entiende todo acontecimiento o serie de acontecimientos 
que tengan el mismo origen y que produzcan o puedan producir daños por derrames o 
contaminación en aguas sometidas a la jurisdicción nacional o en sus costas adyacentes.  
4. Por "sustancia contaminante" se entiende toda materia cuyo vertimiento o derrame esté 
específicamente prohibido, en conformidad al reglamento.  
5. Se presume que el derrame o vertimiento de sustancias contaminantes del medio ambiente 
marino produce daño ecológico. 

 

DECRETO LEY N° 1.808, QUE APRUEBA EL CONVENIO INTERNACIONAL 
SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑOS CAUSADOS POR LA 
CONTAMINACIÓN DE LAS AGUAS DEL MAR POR HIDROCARBUROS  

 
Artículo I, N° 6, define los daños por contaminación indicando que “significa pérdidas o daños 
causados fuera del barco que transporte los hidrocarburos por la contaminación resultante de 
derrames o descargas procedentes del barco, donde quiera que ocurran tales derrames o 
descargas, e incluye el costo de las medidas preventivas y las pérdidas o daños causados por tales 
medidas preventivas.”. 

 

LEY N° 18.916, SOBRE NAVEGACIÓN AÉREA  
 

 

CÓDIGO AERONÁUTICO  
 
Artículo 142.- En virtud del contrato de transporte, el transportador es obligado a indemnizar los 
daños causados con motivo u ocasión del transporte, en la forma y dentro de los límites establecidos 
en este código. 
 
Artículo 155.- El explotador indemnizará los daños que se causen a las personas o cosas que se 
encuentren en la superficie, por el solo hecho de que emanen de la acción de una aeronave en 
vuelo, o por cuanto de ella caiga o se desprenda. 
 
Artículo 172, inciso primero.-  En todo caso el afectado por el daño podrá demandar una 
indemnización superior a los límites señalados en el código, si probare dolo o culpa del 
transportador, del explotador o de sus dependientes, cuando éstos actuaren durante el ejercicio de 
sus funciones. 
Cualquier estipulación en contrario para fijar límites de indemnización inferiores a los establecidos en 
este código, se tendrá por no escrita. 
 

CÓDIGO CIVIL 
 
Artículo 2327.- El daño causado por un animal fiero, de que no se reporta utilidad para la guarda o 
servicio de un predio, será siempre imputable al que lo tenga, y si alegare que no le fue posible 
evitar el daño, no será oído. 
 



RESPONSABILIDAD DEL ESTADO (2015) 
JULIO PALLAVICINI MAGNÈRE  
FACULTAD DE DERECHO 
UNIVERSIDAD DE CHILE 

 

9 

 

9 

Artículo 2328.- El daño causado por una cosa que cae o se arroja de la parte superior de un edificio, 
es imputable a todas las personas que habitan la misma parte del edificio, y la indemnización se 
dividirá entre todas ellas; a menos que se pruebe que el hecho se debe a la culpa o mala intención 
de alguna persona exclusivamente, en cuyo caso será responsable esta sola. 
Si hubiere alguna cosa que, de la parte superior de un edificio o de otro paraje elevado, amenace 
caída y daño, podrá ser obligado a removerla el dueño del edificio o del sitio, o su inquilino, o la 
persona a quien perteneciere la cosa o que se sirviere de ella; y cualquiera del pueblo tendrá 
derecho para pedir la remoción. 
 

 

IX. NORMAS SOBRE RESPONSABILIDAD QUE SE DISCUTE SI SON 
CASOS DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA 

 

LEY N° 18.290. LEY DE TRÁNSITO  
 

Artículo 169, inciso quinto.- La Municipalidad respectiva o el Fisco, en su caso, serán 
responsables civilmente de los daños que se causaren con ocasión de un accidente que sea 
consecuencia del mal estado de las vías públicas o de su falta o inadecuada señalización. En este 
último caso, la demanda civil deberá interponerse ante el Juez de Letras en lo civil correspondiente y 
se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. 
 

CÓDIGO DEL TRABAJO 
 
Artículo 184 (ubicado en el Libro II, “De la protección a los trabajadores”, Título I, “Normas 
generales”).- El empleador estará obligado a tomar todas las medidas necesarias para proteger 
eficazmente la vida y salud de los trabajadores, informando de los posibles riesgos y manteniendo 
las condiciones adecuadas de higiene y seguridad en las faenas, como también los implementos 
necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales.  

Deberá asimismo prestar o garantizar los elementos necesarios para que los trabajadores en 
caso de accidente o emergencia puedan acceder a una oportuna y adecuada atención médica, 
hospitalaria y farmacéutica. 

Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus 
empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de 
productos fitosanitarios.  

Corresponderá también a la Dirección del Trabajo fiscalizar el cumplimiento de normas de 
higiene y seguridad en el trabajo, en los términos señalados en el artículo 191, sin perjuicio de las 
facultades conferidas a otros servicios del Estado en virtud de las leyes que los rigen. 

La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del respectivo Organismo 
Administrador de la ley Nº 16.744, todas aquellas infracciones o deficiencias en materia de higiene y 
seguridad, que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a las empresas. Copia de esta 
comunicación deberá remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social. 

El referido Organismo Administrador deberá, en el plazo de 30 días contado desde la 
notificación, informar a la Dirección del Trabajo y a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca 
de las medidas de seguridad específicas que hubiere prescrito a la empresa infractora para corregir 
tales infracciones o deficiencias. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social velar por 
el cumplimiento de esta obligación por parte de los Organismos Administradores. 
 

– También, el Código del Trabajo, en cuanto a la responsabilidad por 
terminación del contrato de trabajo. 

 
 

CÓDIGO DE COMERCIO 
 
Título IV 
DE LOS SUJETOS EN LA NAVEGACIÓN Y COMERCIO MARÍTIMOS 
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§ 1. Del armador o naviero 
 
Artículo 882. Armador o naviero es la persona natural o jurídica, sea o no propietario de la nave, 
que la explota y expide en su nombre.  

Se presumirá que el propietario o los copropietarios Art. Primero de la nave son sus 
armadores, salvo prueba en contrario. 

Operador es la persona que sin tener la calidad de armador, a virtud de un mandato de éste 
ejecuta a nombre propio o en el de su mandante los contratos de transporte u otros para la 
explotación de naves, soportando las responsabilidades consiguientes.  

Los términos armador y naviero, se entienden sinónimos. 
 
Artículo 883. La persona natural o jurídica que asuma la explotación de una nave, deberá hacer 
declaración de armador ante la autoridad marítima del puerto de su matrícula. Esta declaración se 
anotará al margen de su inscripción en el Registro de Matrícula. Cuando cese en esa calidad, 
deberá solicitar la cancelación de dicha anotación. En su defecto, dichas declaraciones las hará el 
propietario de la nave. 

Si no se hiciere tal declaración, el propietario y el armador responderán solidariamente de 
las obligaciones derivadas de la explotación de la nave. 
 
Artículo 884. Las personas jurídicas que tengan la calidad de armadores, se regirán por las normas 
de este Libro, cualquiera que sea su naturaleza.  
 
Artículo 885. La responsabilidad del armador por sus actos o hechos personales, o la que derive de 
hechos de sus dependientes, que ocurran en tierra, no está sujeta a las disposiciones de este Libro y 
se regirá por las normas del derecho común. 
 
Artículo 886. El armador responde en la forma que prescriben este Libro y la Ley de Navegación, de 
las obligaciones contraídas por el capitán que conciernen a la nave y a la expedición. Responde, 
asimismo, en igual forma, por las indemnizaciones en favor de terceros por los hechos del capitán, 
oficiales y tripulación. 
 
Artículo 887. El armador no responde en los siguientes casos:  
 
1º. Si prueba que los hechos del capitán, de los oficiales o tripulación son ajenos a la nave o a la 
expedición; 
2º. Si el que persigue esa responsabilidad fuere cómplice o copartícipe de los hechos del capitán, 
oficiales o tripulación; 
3º. Si se trata de hechos ejecutados por el capitán en su calidad de delegado de la autoridad pública, 
y 
4º En los casos expresamente previstos en este Libro o en otras leyes. 
 

 
– en los preceptos que establecen la responsabilidad del armador. 
 


